En la ciudad de Mar del Plata, a los 12 días del mes de abril del año dos mil doce, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2202-MP2 “MARTIJENA CARMEN INES c. MINISTERIO DE ECONOMÍA – I.P.S. s. PRETENSIÓN ANULATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Depto. Judicial de Mar del Plata dictó sentencia, haciendo lugar a la demanda impetrada por Carmen Inés Martijena contra el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires y, en consecuencia: [i] anuló la Resolución Nº 562.683, de fecha 03-08-2006, dictada por el Honorable Directorio del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires; [ii] reconoció a la actora su derecho al goce del beneficio de la jubilación ordinaria y; [iii] condenó a la demandada al pago de los haberes previsionales que –de conformidad con sus antecedentes- devengó la actora desde su fecha de cese, y sin perjuicio de los montos ya percibidos de forma provisional; sumas que generarán intereses de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta (30) días vigente en los distintos períodos de aplicación, desde que se devengó cada haber y hasta el momento de su efectivo pago. Impuso las costas en el orden causado [art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.] y difirió la regulación de honorarios para el momento previsto por el art. 51 del Dec. ley 8904/77 [cfr. fs. 271/282 vta.].

II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 286/297 por la parte accionada [v. Res. de fs. 349/350], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 286/297 por la parte demandada?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 271/282 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Depto. Judicial de Mar del Plata dictó sentencia, haciendo lugar a la demanda impetrada por Carmen Inés Martijena contra el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires y, en consecuencia: [i] anuló la Resolución Nº 562.683, de fecha 03-08-2006, dictada por el Honorable Directorio del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires; [ii] reconoció a la actora su derecho al goce del beneficio de la jubilación ordinaria y; [iii] condenó a la demandada al pago de los haberes previsionales que –de conformidad con sus antecedentes- devengó la actora desde su fecha de cese, y sin perjuicio de las sumas ya percibidas de forma provisional.

En una primera parcela de análisis indicó que el régimen de reciprocidad jubilatoria consiste en el cómputo recíproco de servicios por los distintos entes previsionales, a fin de garantizar el acceso al beneficio jubilatorio a aquellos trabajadores que durante su vida activa se hayan desempeñado en distintas órbitas, encontrándose por ende sujetos a diversos regímenes previsionales y afiliados a distintas “cajas”, sin reunir en ninguno de ellos la cantidad de años de servicios que la legislación respectiva prescriba como necesarios a fin acceder al mencionado beneficio.

Determinando el marco legal aplicable, postuló que mediante el Decreto ley 9316/1946 –ratificado por Ley N° 12.921- se permite computar todos los servicios prestados –cualquiera hubiera sido la jurisdicción en la que se los materializara- a efectos de integrar la antigüedad necesaria para obtener la prestación previsional. En tal sistema, al que adhiriera la Provincia por ley 5157, derogada parcialmente en cuanto se le opusiera por la ley 8188, las Cajas previsionales intervinientes se comprometen a considerar como propios los servicios prestados ante las demás.

Destacó que a los efectos de determinar cuál resulta ser el organismo o caja que tomará a su cargo la gestión y el otorgamiento de la prestación cabe estar a lo dispuesto por el art. 168 de la Ley 24.241 del que se desprende que la Caja otorgante resulta ser aquella en la que el beneficiario acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicios con aportes.

Agregó que a partir de la sanción de la Ley N° 25.321 se otorgó la posibilidad de que los trabajadores autónomos renuncien a aquellos meses laborados que excedieren o fueran simultáneos a dichos períodos de manera que la deuda exigible por dichos lapsos pudieran ser declarada caduca y, por ende, no exigible. Por lo tanto, habiendo el trabajador alcanzado los requisitos mínimos para jubilarse, y con la mira puesta en facilitar el acceso al beneficio, se admitió que el interesado renuncie a aquellos períodos de servicio que excedieran el mínimo requerido para la obtención de la jubilación y respecto de los cuales se poseyera deuda, aunque como contrapartida, tales períodos renunciados ya no podrán ser tenidos en cuenta para engrosar el haber jubilatorio.

En el reseñado contexto legal, y ateniéndose a las antagónicas visiones de las partes, sostuvo que la cuestión a dirimir radicaba en determinar si tanto los períodos –laborados como autónoma por la actora- declarados prescriptos [Ley N° 14.136] como los caducos [Ley N° 25.321] por la ANSeS, debían ser considerados o no como “servicios con aportes” a los efectos de determinar el organismo o Caja otorgante.

Con lo anterior en mira, sostuvo que, por aplicación del art. 2 del Decreto N° 679/1995, corresponde considerar “servicios con aportes” aquellos que la accionante hubiera –en su condición de trabajadora autónoma- devengado e ingresado efectivamente a las “arcas del Estado nacional”.

Por tanto, aquellos períodos cuya acción tendiente al cobro hubiere prescripto [Ley N° 14.136] o bien respecto de los cuales se hubiera ejercitado la opción prevista por la Ley N° 25.231 [caducidad de la deuda], no pueden ser computados como “servicios con aportes” justamente por no haberse ingresado los fondos al organismo previsional. 

Agregó que la Ley 25.321 permitía, frente a la existencia de una deuda de aportes previsionales por servicios prestados en calidad de autónomo, renunciar a dichos períodos –caducando la deuda- sin tener que cancelar el crédito fiscal y de tal manera acceder –en caso de cumplimentar con la totalidad de los recaudos- al beneficio jubilatorio “de acuerdo a las leyes correspondientes”. Realizada la opción por el interesado, los períodos renunciados al abrigo de la Ley N° 25.321 pierden toda relevancia jurídica, sin que puedan ser computados a los efectos de determinar el régimen de reciprocidad instaurado por el Decreto ley 9316/1946.
De tal modo, luego de considerar legítimo el reconocimiento de servicios con aportes efectuados [mediante Res. N° 4727/2006] por la ANSeS respecto de la Sra. Martijena en la cantidad de nueve años y cinco meses, sostuvo que resultaba desacertada la defensa esgrimida por el I.P.S. en cuanto a que de admitirse el beneficio jubilatorio se la estaría obligando a solventar una deuda que la propia actora había renunciado o en su caso prescripto desde que tales períodos no serán –en definitiva- computados a efecto alguno.
Descartó asimismo que para determinar el carácter de Caja otorgante debieran contabilizarse los “años de actividad” en detrimento de los “años de servicios efectivamente aportados” pues estos últimos resultan ser los que, efectivamente tributados, conforman los fondos de los organismos previsionales.

El simple cotejo –a la luz del régimen de reciprocidad previsional- de los servicios con aportes prestados en la órbita nacional y aquellos que lo fueron en la Provincia de Buenos Aires, le permitió concluir que el organismo que debe ser el otorgante de la prestación previsional resulta ser el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires. En efecto –aseveró- los años de servicios con aportes computados en la esfera provincial (21 años, 10 meses y 13 días) superan los que han sido reconocidos por la autoridad nacional como efectivamente aportados (cfr. Res. Nº 4727/2001); extremo que configura el presupuesto de “mayor cantidad de años de servicios con aportes” exigido por el artículo 168 de la Ley N° 24.241.

Por tales motivos, concluyó que la Resolución N° 562.682 dictada por el Directorio del I.P.S., en tanto denegaba el beneficio jubilatorio ordinario reclamado y fijaba como Caja otorgante a la ANSeS, resultaba contraria al ordenamiento jurídico (arts. 103 y 108, del Decreto ley 7647/70). Consecuentemente, reconoció a la Sra. Martijena el derecho a la percepción del beneficio previsional en los términos del Decreto ley 9650/80 y ordenó dejar sin efecto la determinación del cargo deudor por los haberes que hubiera percibido provisionalmente.

Por último, ordenó a la demandada el pago de los haberes previsionales que –sin perjuicio de los percibidos provisionalmente- tuviera derecho la actora desde su fecha de cese con más los intereses de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta (30) días vigente en los distintos períodos de aplicación, desde que se devengó cada haber y hasta el momento de su efectivo pago.

A mayor abundamiento sostuvo que frente a situaciones como la examinada en autos, en las cuales la requirente del beneficio previsional ostenta un cómputo de servicios con aportes que supera los treinta (30) años, corresponde zanjar –por aplicación del mandato contenido en el art. 39 inc. 3° de la Constitución local- cualquier razonable duda que pudiera existir a favor del reconocimiento del derecho reclamado.
2. Contra el mentado pronunciamiento se alza a fs. 286/297 el Instituto accionado.

Luego de pasar revista a los antecedentes del pronunciamiento y de postular que la finalidad del sistema de reciprocidad jubilatoria resulta ser mantener el equilibrio entre las Cajas previsionales [v. puntos II y III.1 del escrito bajo trato], enarbola su crítica al fallo de grado argumentando que el magistrado de grado incurre en una defectuosa interpretación del régimen normativo aplicable en materia de reciprocidad jubilatoria.

Resalta que la opción ejercida por la actora en los términos de la Ley N° 25.321, por conducto de la cual la ANSeS dispuso condonar la deuda previsional que la Sra. Martijena tenía con el ente previsional solo produce efectos en el ámbito nacional y carece de entidad para alterar el régimen de reciprocidad jubilatoria convenido entre el Estado Federal y las provincias adherentes.
En tal sentido, postula que el fallo de grado al imponerle al I.P.S. la obligación de asumir el rol de Caja otorgante no obstante haber recibido menos aportes que el organismo nacional, genera una distorsión del sistema de reciprocidad, ello con el agravante que -de mantenerse la solución plasmada en el fallo de grado- la Caja provincial debería asumir como propia una deuda que fuera condonada en otra jurisdicción.

Indica que el patrimonio de la Caja provincial se constituye con los aportes de los afiliados, de allí que el régimen de reciprocidad jubilatoria determine que la entidad otorgante será aquella en la que el afiliado cuente con mayor años de aportes. Tal resulta ser –en su visión- la lectura que cabe atribuírsele al sistema que, instaurado por el art. 168 de la Ley 24.241, procura un razonable y prudente equilibrio de las Cajas adheridas al sistema.

Resalta –con cita de dictámenes de organismos administrativos- que la condonación de deuda dispuesta por la ANSeS mediante la aplicación de la Ley N° 25.321 no le resulta oponible en tanto contraría los principios que cimentan el régimen de reciprocidad previsional al que ha adherido la Provincia mediante la ley 5157, a la vez que coloca en manos del beneficiario la posibilidad de elegir libremente la Caja otorgante del beneficio.
En otra parcela de agravios, disiente con la interpretación efectuada por el a quo respecto del Decreto N° 679/95 –reglamentario de la Ley 24.241- en tanto, según su visión, la exégesis efectuada desnaturalizaría la esencia del sistema estatuido por el Decreto ley 9316/1946.
Considera que el sistema de reciprocidad jubilatoria impide al beneficiario optar o elegir cuál de las Cajas ostentará la condición de otorgante. Por tal razón –asevera- el magistrado de grado no puede legitimar la decisión de la accionante de condonar la deuda que tenía con la ANSeS en detrimento del régimen del Decreto ley 9316/1946. En suma, estima que en oportunidad de dictar Resolución N° 562.683 [de fecha 3-08-2006] el Honorable Directorio del Instituto provincial se ha limitado a cumplimentar acabadamente con el régimen vigente postulando que, en razón de contar la actora con mayor tiempo de servicios en el organismo nacional, aquél debía asumir la condición de Caja otorgante del beneficio previsional.
Por último, aduce que la sentencia de grado lesiona “el principio de igualdad respecto de los trabajadores autónomos que no hubieran incurrido en morosidad” en tanto aquellos deudores que decidieran caducar la deuda en los términos de la Ley N° 25.321 se encontrarían en mejor posición al poder optar por cuál de las Cajas jubilarse.
Concluyendo, estima que de validarse el razonamiento pergeñado por el a quo se generaría un grave perjuicio al Instituto accionado desde que se le exigiría, a pesar de ser el organismo con menor cantidad de aportes, asumir el rol de Caja otorgante, con el consecuente peligro de desfinanciar el sistema y perjudicar al resto de los beneficiarios.
3. Ejercitando su derecho a réplica se presenta a fs. 299/306 la parte actora y, avalando en lo sustancial lo resuelto por el inferior, postula se confirme el fallo de grado en todos sus términos.

II. El recurso merece estima.
1. Tal como ha quedado planteada la contienda, la cuestión a dirimir se circunscribe a determinar si corresponde o no al Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires asumir –en el marco del régimen de reciprocidad jubilatoria- la condición de Caja otorgante del beneficio de jubilación ordinaria requerido por la Sra. Carmen Inés Martijena.

El juez de grado acogió favorablemente la demanda articulada por la actora declarando la nulidad de la Resolución del Directorio del I.P.S. N° 562.683/2006. Consecuentemente, atribuyó al ente previsional provincial –en el marco del Convenio de reciprocidad jubilatoria- la condición de Caja otorgante del beneficio de jubilación ordinaria peticionado. Para así disponerlo, sostuvo que los años de servicios prestados por la Sra. Martijena en jurisdicción nacional que fueran declarados prescriptos y caducos en los términos de las Leyes N° 14.238 y N° 25.321 por Res. ANSeS N° 4724/2001, carecían de entidad para ser computados [a los fines de la determinación de la Caja otorgante -art. 168 de la Ley 24.241-] como “años de servicio con aporte”.

Alzándose contra lo resuelto en la instancia, el Instituto accionado aduce que: (i) de atribuírsele la condición de Caja otorgante se estaría alterando el régimen de reciprocidad jubilatoria del Decreto ley 9316/1946; (ii) la opción por la caducidad de los períodos sin aportes efectuada en los términos de la Ley N° 25.321 ante el organismo nacional no resulta oponible al I.P.S.; (iii) resulta erróneo interpretar el alcance del concepto “años de servicio con aportes” fijado por el art. 168 de la Ley 24.241 a la luz del Decreto N° 679/1995; (iv) en razón de contar la actora con mayor tiempo de servicios en la jurisdicción nacional -como trabajadora autónoma- que en la provincial, correspondía fijar el carácter de Caja otorgante al ANSeS.

2. Delimitado el perímetro dentro del cual ha quedado entablada la contienda, y en atención a las razones jurídicas que expondré (argto. doct. esta Cámara causa C-2437-AZ1 “Nueva Card S.A.”, sent. de 13-XII-2011), adelanto que habré de auspiciar una solución diversa a la que porta el fallo de grado. 
a. Liminarmente, cabe recordar que mediante el Decreto ley 9316/1946 [ratificado por Ley N° 12.921] se creó el denominado “régimen de reciprocidad jubilatoria” que permite obtener una prestación de vejez, invalidez o fallecimiento a través de la suma de todos los servicios prestados, cualquiera haya sido la jurisdicción o ámbito donde se hubieran desempeñado los trabajadores, creándose con ello una ficción legal en el sentido de que la totalidad de los aportes fueron realizados en el mismo régimen (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 330:2786; S.C.B.A. causa B. 62.541 “Perego”, sent. de 30-VI-2010).
Así es como se estructuró un régimen abierto [al que oportunamente adhiriera la Provincia de Buenos Aires –y con ella los institutos locales- mediante ley 5157 (luego reemplazada por la ley 8188 y modif.)] cuya finalidad última resulta ser la de solucionar la desprotección en que quedaba inmerso el trabajador que teniendo la edad requerida y los años de aportes necesarios para obtener el beneficio previsional no podía acceder a éste, dado que los servicios reconocidos en una Caja no le servían para computar en otra [cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 312:532].
La implementación del Decreto ley N° 9316/1946 importó la aparición en el mundo jurídico de las figuras del beneficio único y de la Caja otorgante de la prestación, ya que al fijarse un mecanismo que permite hacer valer la totalidad de los servicios desempeñados en todas y cada unas de las Cajas adheridas al régimen, una sola de ellas será la que –en definitiva- acordará el beneficio.

La determinación de la Caja otorgante resulta de trascendencia en tanto, conforme al régimen de reciprocidad, será la que en definitiva regulará los requisitos de edad y servicios para la obtención de los beneficios, la manera de determinar el haber, regímenes especiales para diversas categorías de afiliados, haberes máximos y mínimos –entre otras cuestiones-.
En cuanto a la determinación de la Caja otorgante de la prestación, se han ido sucediendo en el tiempo diversos regímenes hasta que a partir de la entrada en vigencia de la Ley 24.241 se estableció que corresponde asumir tal rol al organismo previsional “… en cuyo régimen se acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicios con aporte…”, brindándole al afiliado la opción de elegir por una u otra Caja otorgante solamente “… en el caso de que existiese igual cantidad de años de servicio con aporte…” en alguna de ellas.
b. Fue invocando voluntariamente el mentado régimen de reciprocidad jubilatoria que la actora requirió al Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires –ante quien acredita servicios por 21 años, 10 meses y 13 días- que asumiera el rol de Caja otorgante y le concediera el beneficio de la jubilación ordinaria previsto en el art. 22 del Decreto ley 9650/1980, acompañando para ello la Resolución N° 4727/2001 por conducto de la cual la Gerencia de la Unidad de Auditoría Interna [UDAI] de la Administración Nacional de Servicios Sociales [ANSeS], de un lado, le reconoció –en los términos de la Ley N° 24.241- “servicios autónomos” por un período de 9 años y 5 meses y, del otro, declaró prescriptos y caducos los restantes períodos de servicios laborados.
Frente a tal pedimento, el ente previsional local sostuvo que la Resolución N° 4727/2001 solo importaba un reconocimiento parcial de los servicios efectivamente prestados en la jurisdicción nacional y que la circunstancia de haber dispuesto la ANSeS -en los términos de la Ley N° 25.321- la condonación de la deuda de aportes distaba de importar que tales períodos no debieran computarse como años de servicios a los efectos de determinar la Caja otorgante en los términos del art. 168 de la Ley 24.241.
En suma, el Instituto local interpretó que los períodos condonados resultaban computables a los fines del art. 168 de la Ley 24.241 y, acumulando la totalidad de los servicios prestados en la esfera nacional [efectivamente aportados, prescriptos y caducos], determinó que excedían ampliamente los acreditados por la Sra. Martijena en la jurisdicción provincial -21 años, 10 meses y 13 días- y atribuyó el rol de Caja otorgante a la ANSeS.
c. Girando entonces el nudo de la cuestión sobre la interpretación que corresponde atribuírsele al art. 168 de la Ley 24.241 en cuanto establece que resultará Caja otorgante aquella “… en cuyo régimen se acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicios con aporte…”, habré de apartarme de la solución propuesta por el magistrado de la instancia.
Es que, sin desconocer que mediante el Decreto N° 679/1995 el Ejecutivo Nacional dispuso definir el alcance de la expresión “servicios con aporte” a los que la Ley 24.241 alude en sus diversos artículos estableciendo que: “a los fines de la Ley 24.241 se considerarán servicios con aportes: … b) en el caso de actividades autónomas, los períodos respecto de los cuales se hubieran devengado e ingresado las pertinentes cotizaciones”, no puedo soslayar que mediante la Resolución N° 16/2010 la Secretaría de Seguridad Social –dependiente del Ministerio de Trabajo de la Nación- [cfr. ABELEDO PERROT Doc. Nº: LNACRS16/2010251] estableció, interpretando el mismo art. 168 de la citada ley “que los servicios o tiempos de trabajo correspondientes a los aportes adeudados [declarados prescriptos o condonados] deberán ser computados para la determinación de la Caja jubiladora en los sistemas de reciprocidad o de coordinación”.
Aunque una lectura apresurada de la mentada Resolución N° 16/2010 podría llevar a plantearnos cuestiones de jerarquía normativa que impedirían anteponer, aún cuando resultara posterior en el tiempo, una Resolución Ministerial por encima de un Decreto reglamentario [art. 31 Const. Nac.], advierto que la normativa dictada por la Secretaría de Seguridad Social lo fue en ejercicio de las competencias que le fueran expresamente atribuidas por el Poder Ejecutivo Nacional -en oportunidad de fijar las atribuciones de cada uno de los órganos que conforman la Administración Pública Nacional- mediante el Decreto N° 357/2002 [modificado por Decretos N° 628/2005 y N° 2204/2010].

En concreto, el Decreto N° 357/2002 [mod. por Decreto N° 628/2005] establece –en el apartado XX, planilla anexa al art. 2°- que resultan competencias de la Secretaría de Seguridad Social: “Objetivo 5: Entender en el dictado, con carácter general, de normas aclaratorias y de aplicación de las leyes nacionales de seguridad social obligatorias para los organismos de gestión de su jurisdicción” y “Objetivo 10: Intervenir en la armonización y coordinación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones con los regímenes provinciales, municipales y profesionales y sistemas de complementación previsional así como a los correspondientes a los Estados extranjeros”.

Fue en ejercicio de las mentadas competencias –expresamente atribuidas por el Ejecutivo Nacional- que la Secretaría de Seguridad Social determinó que, en tanto el sistema de reciprocidad resulta un acuerdo que no puede ser unilateralmente modificado, los efectos de la prescripción liberatoria previstos por la Ley N° 14.236 y del régimen de condonación de deudas de la Ley N° 25.321 resultan exclusivos del régimen nacional, y solamente invocables por trabajadores autónomos deudores de aportes.
De ahí que, en ejercicio de la competencia atribuida para dictar “normas aclaratorias con carácter general”, y con la mira puesta en esclarecer “los alcances de los mandatos de las leyes nacionales en referencia a los regímenes de reciprocidad” y evitar que los efectos dispuestos en la órbita nacional mediante las Leyes N° 14.236 y N° 25.321 pudieran colocar en manos del trabajador la posibilidad de seleccionar según su conveniencia el ente jubilador –violando con ello el régimen de reciprocidad vigente- estableció que, a los efectos de la determinación de la Caja otorgante en los términos del art. 168 de la Ley 24.241, debían computarse –en caso de haberse invocado los beneficios de la prescripción o condonación de los aportes adeudados- los servicios o tiempos de trabajo efectivamente prestados [v. arts. 1 y 2 Res. N° 16/2010].
Con todo, descarto que la norma interpretativa emanada del órgano con competencia expresamente asignada por el Ejecutivo Nacional –temporalmente posterior al Decreto N° 679/1995-, y que a la postre avala la posición sustentada por la Resolución del Honorable Directorio del I.P.S. N° 562.683 para denegar el beneficio de jubilación ordinario peticionado por la actora, importara la desnaturalización del régimen de Caja otorgante en el sistema de reciprocidad. Por el contrario, la interpretación que del art. 168 de la Ley 24.241 se efectuara, lo fue con la mira puesta en evitar que liberalidades dispuestas por el Congreso Nacional [tal como resulta ser la posibilidad de prescribir o caducar las deudas de aportes concedida a los trabajadores autónomos] tergiversaran el régimen jubilatorio recíproco; lo contrario hubiera permitido –contrariando lo establecido en el pacto de coordinación- que el trabajador pudiera manipular la elección por una u otra Caja jubiladora según que suscribiera o no la opción por las Leyes N° 14.236 y N° 25.321.

Tales razones, sumadas a la especificidad técnica que cabe predicar respecto del Órgano con competencias reglamentarias expresamente delegadas [cfr. Decreto N° 357/2002 y sus modif.] autoriza -en razón de la especial deferencia que cabe en tales casos tener para con el criterio del organismo que emitió la reglamentación (arg. doct. Corte Suprema de Justicia de EE.UU.in re Gonzales v. Oregon, sent. de 5-10-2005; a contrario in re United States v. Eurodif, sent. de 26-01-2009; esta Cámara causas G-1163-BB1 “Scorolli”, sent. de 25-VIII-2009; C-2580-MP2 “E.D.E.A. S.A.”, sent. de 27-X-2012)- descartar la lectura que del concepto “años de servicio con aportes” a los fines del art. 168 de la Ley 24.241 postulara la accionante a contramano de la exégesis efectuada por la autoridad estatal (cfr. doct. esta Cámara causa C-2299-MP1 “Fiat Auto S.A.”, sent. de 18-III-2011).
d. Desentrañada entonces la lectura que cabe predicar respecto del art. 168 de la Ley 24.241 en el particular universo de casos analizado, advierto que de la Res. ANSeS N° 4727/2001 –v. fs. 6/11- se desprende que el Organismo nacional reconoce a la Sra. Martijena los siguientes servicios autónomos: (i) con aportes abonados: 9 años y 5 meses; (ii) con aportes declarados prescriptos por Ley N° 14.236: 16 años [períodos: 01-06-1971 a 30-06-1979; 01-11-1979 a 30-06-1980; 01-11-1981 a 31-12-1981; 01-01-1983 a 31-01-1983; 01-07-1984 a 30-07-1984; 01-09-1984 a 30-09-1984; 01-07-1985 a 30-06-1986; 01-10-1986 a 30-10-1986; 01-07-1987 a 30-07-1987; 01-02-1988 a 31-12-1990] y; (iii) con aportes declarados caducos por Ley N° 25.321: 7 años, 6 meses y 13 días [períodos: 01-01-1994 a 31-03-1996 y 01-05-1996 a 13-08-2001], todo lo cual equivale a servicios autónomos efectivamente prestados [con aportes efectivos, declarados prescriptos y caducos] por un total de 32 años, 11 meses y 13 días.

Y cotejando tales períodos con la certificación de servicios efectuada por el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires por períodos que ascienden a la cantidad de 21 años, 10 meses y 13 días –v. fs. 219- luce incontrastable que no corresponde al ente provincial accionado asumir, en el marco del convenio de reciprocidad, el rol de Caja otorgante en los términos del art. 168 de la Ley 24.241.
e. A mayor abundamiento, pongo de resalto que este Tribunal, en oportunidad de pronunciarse –aunque obiter dicta- en las causas C-1471-MP1 “Fioramonti” –sentencia de fecha 21-X-2010- [en donde se perseguía la obtención de un beneficio de jubilación avanzada (art. 35 del Decreto ley 9650/80)] y C-2077-AZ1 “Orellano” –sentencia de 14-VI-2011- [en donde se perseguía el beneficio de pensión por fallecimiento al abrigo del régimen del Decreto ley 9538/80], puntualizó que frente a controversias en las que se invocara la aplicación del régimen de reciprocidad jubilatoria, debía estarse al concepto de “años de servicio con aporte” que el art. 168 de la Ley 24.241 establece a los fines de determinar la Caja otorgante de la prestación. Tal desarrollo conceptual no debe ser leído sino de manera concordante con el aquí explicitado donde, a diferencia de lo sucedido en los precedentes rememorados, se plantea la específica problemática interpretativa del art. 168 de la Ley 24.241 frente a la vigencia de regímenes que, establecidos por el Congreso Federal para regir en el ámbito nacional y por fuera del régimen de reciprocidad jubilatoria, autorizan al trabajador autónomo a prescribir o en su caso caducar períodos de servicios cuyos aportes oportunamente no fueran ingresados al ente previsional nacional.

3. Resta aclarar finalmente, en atención al nuevo resultado del pleito que propicio, que no han pasado inadvertidas aquellas razones, defensas y reparos con que la actora –en su pieza postulatoria- cuestionara la decisión administrativa impugnada.

En tal sentido, pongo de resalto que a diferencia de lo sostenido por la accionante en su libelo de demanda, la decisión del Instituto accionado dista de importar la aniquilación o frustración del derecho de la Sra. Martijena a acceder a los beneficios de una jubilación ordinaria. Es que, la resolución impugnada, aunque deja sin efecto el beneficio de jubilación ordinaria provisoriamente otorgado en los términos del Decreto ley 9650/1980, no lo hace desconociendo el derecho jubilatorio que la asiste a la accionante sino que se limita –aplicando el régimen de reciprocidad por el cual optara la actora- a precisar que, en las condiciones en que se fundara el reclamo –esto es, prescribiendo y caducando deudas por aportes al abrigo de los regímenes de las Leyes N° 14.236 y N° 25.321-, corresponde al organismo previsional nacional asumir el rol de Caja otorgante del beneficio de jubilación ordinaria en los términos de los arts. 47 y 168 de la Ley 24.241.

En suma, no se trata aquí de desconocer el principio que -vigente en la materia- impone máxima prudencia antes de denegar un beneficio previsional (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 293:304; 294:94; 307:135; 311:644: S.C.B.A. causas B. 58.879 “Meglio”, sent. de 18-XII-2002; B. 58.171 “Francescangeli de Liveratori”, sent. de 23-IV-2003) en tanto, como pusiera de resalto, el derecho de la accionante a acceder a los beneficios de la jubilación ordinaria en el marco del régimen de reciprocidad jubilatoria luce acreditado (v. art. 47 Ley 24.271). Empero, siendo que en el sistema del Decreto ley 9316/1946 –reciprocidad jubilatoria- corresponde, a los efectos de la determinación de la Caja otorgante, computar la totalidad de los años de servicios que hubieran generado la obligación de aporte [esto es, los efectivamente aportados y los períodos que se declararan prescriptos y caducos], no cabe sino concluir que será el organismo nacional quien deberá asumir el rol de Caja otorgante.
Con ello, doy por cumplimentados aquellos postulados superiores que –ante este tipo de supuestos- tornan operativa la figura de la llamada adhesión implícita a la apelación (argto. doct. S.C.B.A. causas C. 98.059 “Passadore de Mónaco”, sent. de 7-V-2008; C. 101.860 “Calió”, sent. de 11-III-2009; C. 99.315 “Greco”, sent. de 25-II-2009; esta Cámara causas V-1117-BB1 “Cortés”, sent. de 21-V-2009; C-2476-MP1 “Alvarez”, sent. de 29-XII-2011).
III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el accionado a fs. 286/297 revocando el fallo de grado y, rechazando íntegramente la demanda articulada por Carmen Inés Martijena. Las costas de ambas instancias deberían imponerse en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

A la cuestión planteada, doy mi voto por la afirmativa.

Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos jurídicos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el Instituto accionado a fs. 286/297 revocando el fallo de grado y rechazando íntegramente la demanda articulada por Carmen Inés Martijena. Las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

2. Difiérese la regulación de honorarios por los trabajos ante esta alzada para su oportunidad (art. 31 del Dec. ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria. 
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